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FUNDAMENTOS

La  decisión  del  Gobierno  Nacional  de 
eliminar  el  régimen  de  compensaciones  económicas  a  las 
empresas de transporte automotor de larga distancia por los 
pasajes  gratuitos  destinados  a  personas  con  discapacidad, 
personas trasplantadas o en lista de espera y niños, niñas y 
adolescentes con enfermedades oncológicas, genera una profunda 
preocupación por las consecuencias sociales que provocará.

Si  bien  la  normativa  sostiene 
formalmente  la  continuidad  del  beneficio,  trasladar 
íntegramente el costo a las empresas prestatarias introduce 
una  incertidumbre  concreta  respecto  de  su  efectivo 
cumplimiento.  La  experiencia  demuestra  que,  aun  bajo  el 
sistema vigente, muchas personas enfrentan dificultades para 
acceder a los pasajes: cupos limitados, negativas arbitrarias, 
falta de disponibilidad o demoras administrativas que terminan 
restringiendo un derecho garantizado por ley.

En provincias extensas como Río Negro, 
donde  numerosas  familias  deben  recorrer  grandes  distancias 
para acceder a hospitales, tratamientos, estudios médicos o 
procesos de rehabilitación, el transporte de media y larga 
distancia constituye mucho más que un servicio: representa una 
herramienta  indispensable  para  garantizar  el  acceso  a  la 
salud, la inclusión y la igualdad de oportunidades.

Las  personas  alcanzadas  por  estas 
políticas no viajan por elección o comodidad. Lo hacen para 
sostener  tratamientos  médicos,  controles  periódicos, 
rehabilitaciones  o  prestaciones  esenciales  vinculadas  a  su 
calidad  de  vida.  Cualquier  obstáculo  adicional  impacta 
directamente sobre sectores que ya enfrentan situaciones de 
enorme vulnerabilidad.

Nuestro  país  ha  construido  un  sólido 
marco normativo de protección en materia de discapacidad y 
accesibilidad. Las Leyes Nacionales Nº 22.431, Nº 26.928 y Nº 
27.674  reconocen  derechos  específicos  vinculados  a  la 
movilidad y al acceso igualitario a servicios esenciales. A 
ello se suma la Convención sobre los Derechos de las Personas 
con Discapacidad, con jerarquía constitucional, que obliga al 
Estado a adoptar medidas activas para garantizar accesibilidad 
e inclusión efectiva.

Según información oficial difundida por 
el  Gobierno  de  Río  Negro,  más  de  35.000  rionegrinas  y 
rionegrinos  cuentan  actualmente  con  Certificado  Único  de 
Discapacidad  (CUD)  vigente  en  la  provincia,  dimensión  que 
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refleja la importancia y el alcance social de las políticas 
públicas vinculadas a accesibilidad, movilidad e inclusión.

La  principal  preocupación  que  genera 
esta medida radica en la ausencia de mecanismos claros que 
garanticen  el  efectivo  cumplimiento  del  derecho.  Al 
trasladarse íntegramente el costo a las empresas prestatarias, 
sin precisarse nuevos instrumentos de control, fiscalización o 
compensación, existe el riesgo concreto de que aumenten las 
restricciones, negativas o limitaciones en el acceso a los 
pasajes gratuitos. Un derecho no puede sostenerse únicamente 
en su reconocimiento formal si el Estado se retira de las 
herramientas  necesarias  para  asegurar  su  cumplimiento 
efectivo.  Esto  se  profundiza  al  observar  lo  que  ya  es  de 
público  conocimiento  en  este  punto,  como  lo  es  profundo 
desprecio  que  el  Presidente  Javier  Milei  expresa  hacia  el 
Estado cercano de las necesidades de la gente.

Destacamos  el  hecho  que,  según  lo 
informado  por  autoridades  provinciales  competentes  en  la 
materia, la Provincia de Río Negro continuará sosteniendo el 
acceso al beneficio de gratuidad en los traslados provinciales 
previstos en la legislación vigente y trabajará en mecanismos 
de  acompañamiento  y  articulación  para  los  casos  de 
derivaciones  médicas  fuera  de  la  provincia,  especialmente 
cuando  se  trate  de  prestaciones  de  alta  complejidad  o 
situaciones de urgencia.

Reitero que la decisión adoptada por el 
Gobierno  Nacional  implica  una  transferencia  de 
responsabilidades  y  costos  hacia  las  provincias,  generando 
incertidumbre sobre la sostenibilidad y el acceso efectivo al 
sistema en el mediano y largo plazo.

Los  derechos  de  las  personas  con 
discapacidad y de otros colectivos protegidos no pueden quedar 
sujetos exclusivamente a criterios económicos o financieros de 
las empresas prestatarias. La inclusión, la accesibilidad y la 
igualdad  real  de  oportunidades  requieren  de  un  Estado 
presente, capaz de sostener políticas públicas que acompañen y 
protejan a los sectores más vulnerables de nuestra sociedad.

Por ello
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Artículo 1°.- Que  vería  con  agrado  que  el  Poder  Ejecutivo 
Nacional de manera urgente, restituya el beneficio del régimen 
de  compensaciones  económicas  a  las  empresas  de  transporte 
automotor de larga distancia de Río Negro, por los pasajes 
gratuitos  destinados  a  personas  con  discapacidad,  personas 
trasplantadas  o  en  lista  de  espera  y  niños,  niñas  y 
adolescentes con enfermedades oncológicas, en virtud de las 
negativas consecuencias sociales que provocará.

Artículo 2°.- De forma.


